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Medellín, veinticuatro (24) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por el apoderado de la parte demandante contra el auto fechado el 8 de 

octubre de 2021, a través del cual el Juzgado 7º Civil del Circuito de Medellín 

Denegó la orden de pago deprecada. 

 

ANTEDECEDENTES 

 

En el referido auto comenzó el señor juez por reseñar las 32 facturas 

electrónicas de venta aportadas como soporte de la orden de pago deprecada, 

y citar la definición de aquella en los términos del decreto 2242 de 2015, 

recordando seguidamente que conforme al decreto 1154 de 2020 en su art. 

2.2.2.53.4 la factura electrónica, acorde con lo previsto por los arts. 772,773 

y 774 del C. de Co. puede ser aceptada expresa o tácitamente, señalando en 

su parágrafo 1 que la mercancía se entenderá recibida o el servicio prestado, 

con la constancia de recibo electrónica emitida por el adquirente la cual hará 



parte integral de la factura; y que en cuanto a la aceptación tácita dispone el 

parágrafo 2 que el emisor o facturador electrónico deberá dejar constancia 

electrónica de los hechos que han dado lugar a la aceptación tácita del título 

en el RADIAN, lo que se entenderá hecho bajo la gravedad del juramento. 

 

Trajo a colación también que el decreto 1349 de 2016 exigía que la factura 

electrónica una vez aceptada fuera inscrita en el Registro de Facturas 

Electrónicas- REFEL-, quien a su vez expediría un documento denominado 

“título de cobro”, necesario para tal efecto. Advirtió que el nuevo decreto 

cambió aquel registro por el denominado RADIAN, consistente en una 

plataforma donde deben registrarse las facturas electrónicas para ser 

consideradas títulos valores, que se encuentra a cargo de la Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales, debiendo certificar la existencia de la 

factura como título valor y su trazabilidad. Registro en que además deben 

inscribirse los eventos asociados a la factura como su aceptación, el derecho 

incorporado, circulación, pagos y limitaciones a la circulación. 

 

Expresó que además, conforme al artículo 2.2.2.53.12 del decreto 1154 de 

2020, el deudor debe pagar la factura al tenedor legítimo inscrito en el 

RADIAN; que el cobro ejecutivo de facturas electrónicas debe ajustarse al 

artículo 2.2.2.53.7 del citado decreto que exige el registro en el RADIAN, “sin 

olvidar, además, que en el artículo 2.2.2.53.14 ibidem refieren que las facturas 

electrónicas de venta como títulos valores, cuyo pago puede hacerse exigible, 

únicamente pueden ser obtenidas del sistema informático o electrónico que 

disponga la DIAN”. 

 

Acotó entonces que como en este caso se allegaron fue las facturas que la 

parte actora remitió al demandado, sin aportar prueba alguna de su registro 

en el RADIAN, y que en todo caso “no es simplemente la factura de venta 

electrónica que se remite al adquirente del bien o servicio la que habilita el 

cobro del derecho incorporado, sino que ello corresponde realmente a aquella 

que se haya obtenido mediante el sistema electrónico dispuesto por la DIAN 

una vez se haya registrado exitosamente ante el RADIAN tanto la factura 

como el evento de incumplimiento, conlleva a la decisión que hoy se toma”, 

amen que varias de la facturas no cuentan con el recibido que ordena el 

artículo 774-2 C.Co. 

 



LA IMPUGNACIÓN 

 

Oportunamente el apoderado de la ejecutante interpuso recursos de 

reposición y, en subsidio, apelación, comenzado por recordar que el concepto 

de título ejecutivo difiere del de título valor, aunque guarden, eventualmente, 

una relación de género a especie; que aquellos deben satisfacer las exigencias 

del artículo 422 C.G.P. y los últimos, los requisitos generales previstos por el 

artículo 621 C.Co. y los específicos que para cada título valor exige dicho 

estatuto. 

 

Expresó seguidamente que las representaciones gráficas de las facturas 

electrónicas de venta aportadas cumplen los requisitos exigidos por el art. 422 

C.G.P. 

 

Afirmó que una factura electrónica no es lo mismo que una factura de venta, 

ni puede confundirse la misma con su representación gráfica. Recordó que la 

factura se encuentra definida por el artículo 772 del C. de Co., definición de 

la cual concluye que “se trata de un documento escrito en papel de forma 

impresa, y justamente en dicho aspecto es donde la exigibilidad de las 

facturas electrónicas ante los estrados judiciales, encuentran sus mayores 

tropiezos”. 

 

Resaltó seguidamente los requisitos de validez de la factura regulados en los 

arts. 3 y 4 de la Ley 1231 de 2008 y en el mismo Código de Comercio, 

expresando que la recepción de la factura debe demostrarse dejando en ella 

expresa constancia de la fecha y nombre de quien recibe, destacando también 

que su aceptación puede ser tácita si no se presenta repudio o reclamación 

escrita dentro de los tres (3) días siguientes a su recepción, según lo prevé el 

artículo 86 de la Ley 1676 de 2013 que modificó el tercer inciso del artículo 

2º de la Ley 1231 de 2008. 

 

Advirtió luego que la factura electrónica se encuentra regulada en el decreto 

1929 de 2007 y se incluyó en la Ley 1819 de 2016, modificando el artículo 

616-1 del estatuto Tributario, intitulado “Factura o documento equivalente”, 

cuya literalidad trascribe, así como también la contenida en el artículo 2º del 

decreto 1929 de 2007, para afirmar seguidamente que la ley señala los 

requisitos para la elaboración y legalidad de la factura electrónica, 



especialmente la Ley 1676 de 2013, concluyendo que no puede aplicarse a la 

factura electrónica lo establecido en el segundo inciso del artículo 2º de la Ley 

1231 de 2008, que a dicho examen literal solo podrían someterse las facturas 

impresas en papel; que si bien la factura electrónica debe conservar los 

requisitos de una impresa en papel, hay que guardar las salvedades obvias 

de la inexistencia material del documento electrónico. Agrega que el tema de 

la aceptación tácita se regula por el inciso final del artículo 4º del decreto 

3327 de 2009, donde se unificó la factura como título valor como mecanismo 

de financiación para el micro, pequeño y mediano empresario. Agregó que 

“Aun existiendo dudas sobre si se en este caso se presentó una aceptación 

tácita de las facturas, es importante manifestar y como se probará de manera 

documental, que el deudor cuenta con un reporte literal, de sus obligaciones 

por pagar donde reposan las facturas que se ejecutan; situación que 

adicionalmente se refuerza con el proceso de auditoría interno que se hace a 

la trazabilidad de las facturas electrónicas, gracias a una herramienta 

porporcionada (sic) por el proveedor tecnológico de facturación electrónico de 

mi poderdante, como consta en las pruebas documentales, en las cuales se 

avisora (sic) el proceso de envío y aceptación tanto de la DIAN, como del 

ejecutado en este caso, proceso que se realiza de manera electrónica y no de 

manera física como sí ocurre con las facturas impresas en papel” 

 

De otro lado, y luego de aludir a lo que llama realidad normativa que regula 

la plataforma RADIAN de la DIAN, que afirma tomada de la página Web de 

esta entidad, asevera que el proveedor tecnológico de facturación electrónica 

certificó que dicha plataforma se encuentra en etapa de implementación, que 

no goza de operatividad, por lo que el requisito al respecto exigido resulta 

insubsanable, máxime que las facturas que se cobran fueron expedidas con 

anterioridad y también meses antes se dio su aceptación tácita. Pero que 

tampoco puede perderse de vista que esa plataforma que se encuentra 

regulada mas no operante, regula la negociabilidad de la factura electrónica 

como título valor, mas no adiciona un requisito a esta como título ejecutivo. 

 

NEGATIVA DE LA REPOSICIÓN Y CONCESIÓN DE LA ALZADA. 

 

Por auto del 9 de noviembre de 2021, el a-quo despachó negativamente el 

recurso horizontal y concedió la apelación, tras aducir, básicamente, que 

tratándose de títulos valores, solo prestan mérito ejecutivo los documentos 



que cumplan los requisitos legales, para el caso de la factura de ventas, los 

previstos por los artículos 772 y 773 C. de Co., y 617 del Estatuto Tributario. 

 

Aseveró que con la entrada en vigencia del decreto 1154 de 2020 y mientras 

finaliza la implementación total de la factura electrónica, coexisten la 

tradicional factura de venta y la factura electrónica, entendida como la define 

dicho cuerpo normativo, radicando una de sus principales diferencias en la 

aceptación de la factura, lo que reglamenta el artículo 2.2.2.5.4 de aquél 

decreto. 

 

Sin embargo, dijo, las allegadas no cumplen los requisitos para ser 

consideradas facturas de venta electrónicas, pues incluso en el recurso se 

afirma que no cuentan con el registro en la plataforma RADIAN, pues en su 

criterio es una plataforma que está en implementación y no goza de 

operatividad, por lo que su representado acudió a otro software o proveedor 

para emitir los aludidos documentos. 

 

En tal punto, estimó el funcionario que el legislador estableció tal registro, no 

de manera caprichosa sino como una herramienta de seguridad jurídica en las 

transacciones comerciales de esta naturaleza conforme al artículo 616-1 del 

Estatuto Tributario que, concordado con el decreto 1154 de 2020 artículo 

2.2.2.53.1, se refiere a la mencionada plataforma en la que luego de 

registrarse un evento en forma de mensaje de datos, se emite un título valor 

denominado “factura de venta electrónica”. De suerte que, faltando tal 

requisito a la totalidad de las allegadas, no pueden considerarse facturas de 

venta electrónicas, siendo esta clase de documentos los que se dicen 

aportados con la demanda, pues “el título valor vale por lo que dice, no por 

lo que de él se pueda analizar extensivamente”. Pero que, en todo caso, como 

también se advirtió en el auto cuestionado, varias de las facturas aportadas 

no cumplen los requisitos previstos por el artículo 772 C.Co. (fecha de recibo 

de la misma, con indicación del nombre o identificación o firma de quien sea 

el encargado de recibirla). 

 

Dijo, de otro lado, que tampoco pueden ser analizados tales documentos a la 

luz del artículo 422 del C.G.P., pues ante la ausencia de firma del deudor en 

algunas facturas, y en otras con la firma condicionada al haberse consignado 



que se puso sin verificar la calidad ni contenido de lo facturado, no puede 

concluirse que provienen del deudor o de su causante. 

 

Agrega, finalmente, que en el escrito de reposición se introducen otros 

elementos de duda, al expresar que “Discutir el pago de las facturas 

electrónicas que se están ejecutando, sería desconocer que el ejecutado, 

reconoce ampliamente como acreedor de las obligaciones contenidas allí, a 

mi poderdante, así reposa en sus registros, y los abonos a la cartera conjunta 

se han hechos todos y cada uno de ellos a mi poderdante”, de lo que nada se 

dijo en el escrito primigenio. 

 

Para resolver el recurso de apelación se, 

 

CONSIDERA 

 

Se observa en los autos que el a-quo en este caso, hace una amplia exposición 

de razones, todas muy coherentes, para concluir que los documentos 

aportados como base de recaudo, no pueden ser considerados como “facturas 

electrónicas de venta”, tal como están calificadas en el libelo de demanda. En 

esto, en principio, el señor juez tiene razón. Pero también debe tenerse en 

cuenta que, es prácticamente un hecho notorio, que la plataforma RADIAN de 

la Administración de Impuestos Nacionales, no es operativa al presente o, a 

lo sumo, lo fue a comienzos del presente año, situación que no puede dar al 

traste con el derecho de acceso a la administración de justicia para hacer 

efectivas obligaciones vencidas de tiempo atrás. 

 

Adicionalmente, no puede soslayarse la circunstancia de que el señor 

apoderado de la ejecutante manifiesta en sus escritos, de manera reiterada, 

que de todas maneras esos documentos también reúnen los requisitos del 

título ejecutivo establecidos por el artículo 422 del Código General del Proceso, 

a cuya aplicación termina acogiéndose, detalle este que el señor juez debió 

considerar y valorar, sin apegarse ciegamente a los términos originales del 

libelo introductor, el que en todo caso, puede ser corregido, aclarado o 

reformado, desde su presentación y hasta antes del señalamiento de la 

audiencia inicial (art. 93 C.G.P.). Y aunque el numeral 3º de dicho precepto 

establece que para reformar la demanda es necesario presentarla integrada 

en un solo escrito, no puede pasarse por alto que, conforme al inciso final del 



artículo 11 -contenido en el Título Preliminar- “El juez se abstendrá de exigir 

y de cumplir formalidades innecesarias”, lo que deviene en que, en el presente 

caso, se hace un simple cambio en la denominación de los títulos base del 

recaudo ejecutivo, por lo que no se amerita el aludido requisito, como en 

cambio sí sería absolutamente indispensable en una demanda que se 

formulen pretensiones declarativas. 

 

Ahora, bien, aunque en gracia de discusión, en un aislado párrafo, dijo 

examinar los documentos frente a las exigencias del artículo 422 del C.G.P, 

concluyó que 10 de los documentos, específicamente los distinguidos con los 

números 4782, 5608, 5609, 5610, 5611, 5612, 5613, 5614, 5615, 6416, 

carecen de firma del deudor, no pudiendo concluirse que la obligación 

proviene de éste o de su causante, por lo que no puede otorgárseles la 

categoría de títulos ejecutivos en los términos de aquél precepto, en lo cual 

lo acompaña la razón. 

 

Pero en cambio no acierta el a-quo al considerar que los demás títulos 

adolecen del mismo requisito por haberse impreso una “firma condicionada”, 

habida cuenta que “en su recibido se expuso que ello se dio sin verificar la 

calidad ni contenido de lo facturado”, circunstancia que, en criterio del a-quo 

da al traste con la exigencia legal de que el documento provenga del deudor 

o de su causante. 

 

En tal punto, cabe advertir que las “firmas condicionadas” no existen, lo que 

puede condicionarse, eventualmente, es el nacimiento o extinción de la 

obligación (arts. 1530 y 1536 Código Civil), y si la condición por definición 

legal, es un hecho futuro e incierto, la firma ya puesta no puede ser una 

condición. De suerte que el texto contenido en el sello impreso debajo de la 

firma, no puede implicar lo que dedujo el señor juez: una ausencia de firma. 

 

Para la suscrita magistrada es entonces claro que, con la salvedad de los 10 

documentos reseñados en párrafos precedentes, que en verdad carecen de 

firma del deudor, los demás satisfacen los requisitos previstos por el artículo 

422 del C.G.P. y es por ello que habrá de revocarse parcialmente el auto 

apelado, a efectos de que el a-quo provea nuevamente sobre la demanda 

presentada, lo que no hará este despacho en consideración a que la parte 

demandada no se encuentra aún vinculada al proceso. 



 

Por lo expuesto la suscrita magistrada 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto de fecha y procedencia indicadas, salvo en lo 

relativo a los documentos distinguidos con los números 4782, 5608, 5609, 

5610, 5611, 5612, 5613, 5614, 5615, 6416. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas en esta instancia por no aparecer 

causadas. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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